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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires


FUNDAMENTOS


Los fundamentos del presente proyecto de ley, han sido extraídos de los preceptos constitucionales que enmarcan el legal accionar y del análisis de los resultados obtenidos hasta el momento por el sistema de conducción administrativa del Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires, establecido a partir del año 1976 por la Ley 8587, y que este proyecto pretende modificar. 

I - La inconstitucionalidad de la ley 8587.

La Constitución –Artículo 40 y concordantes- ha consagrado el amparo de los regímenes de seguridad social emergentes de la relación de empleo público provincial y lo ha hecho con tal énfasis y fuerza, que ha establecido que serán  “entidades” las que estarán A CARGO (Dignidad, obligación de  hacer cumplir alguna  cosa, gobierno, dirección, custodia. Diccionario de la Real Academia Española, T. I.) DEL SISTEMA.

Por mandato constitucional, entonces, el sistema previsional NO ESTÁ A CARGO DEL PODER EJECUTIVO PROVINCIAL; no es éste sino aquellas “entidades” quienes tienen la dignidad, encomienda del constituyente, obligación y derecho de conducirlo, dirigirlo (Ibidem T. I.). Y, en síntesis, GOBERNARLO.

 
Por si lo expresado en la primera parte del segundo párrafo del referido Artículo 40  (“a cargo”), no fuera bastante, el constituyente ha refirmado el concepto que impone al establecer como correlato LA AUTONOMIA (Condición de quien no depende de nadie en ciertos conceptos; potestad que dentro del estado pueden gozar…entidades para regir intereses peculiares de su vida interior, mediante normas y órganos de gobierno propio (Ibidem T. I.); Facultad de una comunidad humana de gobernarse a sí misma mediante sus leyes propias y por autoridades elegidas de su seno  (Enciclopedia Jurídica Omeba, T. I.). 

Más que claro está por lo tanto que el PODER EJECUTIVO PROVINCIAL NO ESTÁ CONSTITUCIONALMENTE HABILITADO PARA GOBERNAR POR SÍ MISMO EL INSTITUTO DE PREVISIÓN SOCIAL.

Más aún, lo tiene EXPRESA Y PUNTILLOSAMENTE PROHIBIDO POR LA CONSTITUCION, pues es frente a él, que el constituyente ha levantado el vallado infranqueable que implica el poner el sistema a cargo de entidades autónomas, no sólo en lo meramente financiero sino en el propio fondo: lo económico, y el gobierno de ambos aspectos.

La autonomía entonces es una GARANTIA CONSTITUCIONAL que opera en varios sentidos:

1) Por un lado permite que el IPS esté efectiva y realmente a cargo, es decir gobierne el sistema gobernándose a sí mismo.

            2) Por otro, consecuencia derivada de aquél, que los aportantes, que sustentan el sistema con su propio peculio,  conserven la disposición esencial (gobierno) de esos fondos y puedan asumir sin interferencias externas la defensa de los mismos ante cualquier intento, maniobra o disposición que los pueda afectar incorrectamente o perjudicar de cualquier modo; y

             3) Asimismo protege tales fondos, asegurando su intangibilidad, escindiendo completamente su administración y disposición de los recursos generales de la Provincia, liberándolos así de los riesgos y avatares de la gestión gubernamental. Cualesquiera sean los resultados de ésta: fracasos o déficits coyunturales o definitivos y/o estructurales, imputables o no a la impericia de los administradores centrales o a dificultades endógenas o exógenas, transitorias o endémicas. Nada puede ni debe afectar aquellos fondos destinados a cubrir el sistema previsional consagrado en la Constitución. Como es obvio y ya ha quedado dicho, esta garantía se conculca si la ley atribuye al PE la conducción del Instituto.

Estableciendo la Constitución que el IPS es autónomo frente a la Provincia, no es posible sino concluir que la administración a que alude el mismo Artículo 40 no puede implicar un poder de conducción. Sus representantes en el seno del Directorio de ninguna manera pueden alcanzar un número tal que provoque que el gobierno de la entidad quede a  entero cargo del  Estado o de su Poder Administrador.

            Más no por ello debe descuidarse, que la Constitución ha estatuido que las entidades autónomas a cargo del sistema previsional serán “administradas por la Provincia, con participación en las mismas de los afiliados conforme lo establezca la ley”. Naturalmente ese ejercicio administrativo no puede, según se ha visto, entrar en colisión con los preceptos fundamentales de la primera frase del segundo párrafo del artículo citado (entidades autónomas a cargo del sistema). De modo que aquella ley que la Constitución manda dictar debe plasmar en sus contenidos la imprescindible armonía resultante de la norma superior.

La más elemental interpretación sistemática de dicha norma y sus concordantes, indica que en este contexto el mandato constitucional (“administradas”), debe entenderse en el sentido común del vocablo, esto es “ordenar económicamente los medios de que se dispone y usar convenientemente de ellos para proveer a las propias necesidades” (Bielsa, en Enciclopedia. Jurídica OMEBA, T. I, página 483), que en el caso, huelga decirlo, son las del IPS. Ese –y no otro que pueda suponer gobierno- es el mandato que la Provincia tiene de la Carta Magna. Se trata de un simple caso de “ejercer el cuidado –por parte de la Provincia- de bienes ajenos” (Obra citada misma página). Porque está claro que en el universo jurídico del derecho positivo constitucional, el IPS es una Persona Jurídica distinta a la Provincia e independiente de ésta.

Aún para quienes pretendan ver en el sistema constitucional un ejemplo de descentralización, no puede sino convenirse en que éste resultaría un supuesto de descentralización administrativa de máxima expresión (autonomía en lo económico y financiero). Sabido –e indiscutido- es, que a la mera descentralización  burocrática –que se asienta sólo en parámetros de eficacia y se mantiene siempre en el campo de la dependencia, desde que los órganos que alcanza no tienen personería jurídica y se hallan en relación jerárquica con el superior, se opone aquélla que refiere a entidades independientes que tienen personería jurídica, creada por el poder legislador en forma directa  o derivada (del Poder Constituyente, como es el caso) quienes actúan frente a terceros (incluyendo al Poder Central) en nombre propio.

Esta interpretación sistemática, se ve apoyada por una somera visión histórica de la cuestión: está más que claro que el Constituyente, por un lado –el esencial- puso el sistema previsional a cargo de nacientes entidades  autónomas, pero al mismo tiempo,  no pudo ni quiso dejarlas en un estado de desprotección que afectara intereses tan importantes como los del sistema de previsión social. Por eso, con conciencia plena de las enormes dificultades técnicas que ofrece la administración de semejante emprendimiento, dejó a disposición del mismo, el bagaje de conocimientos y medios de la  Provincia. Ésa es entonces la labor de esta última: la tutela, auxilio, protección, colaboración esencial y responsable. Y  esa concepción se transformó en  puro derecho positivo, porque es la propia Constitución la que dice expresamente lo que se acaba de señalar: “La Provincia AMPARA los regímenes de seguridad social emergentes de la relación de empleo público provincial” (Artículo 40, primer párrafo).

La Carta Magna ha generado un sistema absolutamente conciso, armónico y concordante con los Artículos 14 bis, 31 y 33, entre otros de la Constitución Nacional.

Pese a ello la ley 8587 contradice toda esa construcción constitucional, porque ha puesto el Gobierno de la entidad en manos del Poder Ejecutivo Provincial.     
             

            En efecto, su Artículo 4° genera una integración del Directorio absolutamente incompatible con el Artículo 40 de la Constitución de la Provincia, al establecer que éste se conformará con un Presidente nombrado por el Poder Ejecutivo a su pleno arbitrio, cuatro Directores “en representación del Estado Provincial” cuyo nombramiento discrecional también reserva al mismo Poder, y sólo cuatro representantes de los afiliados (dos Directores por los afiliados activos, uno por los afiliados activos municipales y uno por los afiliados pasivos).

            A ello debe agregarse que el Vicepresidente se elige de entre los representantes del Estado; que este último reemplazará al Presidente y será reemplazado a su vez por  el representante del Estado de más edad (Artículo 5°).

            La clara transgresión al mandato constitucional no se limita a la visión meramente estática del órgano –la cual basta por cierto para dejar “a cargo” del Ejecutivo la entidad- sino que, como no podría ser de otro modo, trasciende necesariamente al aspecto dinámico relativo a la toma de decisiones (incluyendo la de no actuar cuando la Constitución exija lo contrario), puesto que la composición  indicada implica que el Poder Ejecutivo cuenta con MAYORIA ABSOLUTA EN EL DIRECTORIO..

            Y por si ello no fuera bastante, la ley completa su “sistema” incompatible con la Carta Magna, otorgando también al Ejecutivo QUÓRUM PROPIO, al disponer que éste se conformará con “ cinco directores, incluyendo al Presidente” (Artículo 6°), a quien o a sus sustitutos representantes del Estado,  LES CONCEDE ADEMÁS LA INSOLITA FACULTAD DE TENER DOBLE VOTO EN CASO DE EMPATE (mismo Artículo 6°), y la de DESIGNAR LOS  INTEGRANTES DE LAS COMISIONES INTERNAS DEL DIRECTORIO (Artículo 9° inciso l).

            La transgresión constitucional no podría ser más evidente. Mientras la Carta Magna pone la seguridad social A CARGO DE ENTIDADES AUTONOMAS, LA LEY  OTORGA EL GOBIERNO ABSOLUTO DE UNA DE ELLAS –el IPS- AL PODER EJECUTIVO PROVINCIAL, DESTRUYENDO LA GARANTIA, cuyos alcances se han pormenorizado. En definitiva se arremete contra el sistema en su totalidad..                       

            De acuerdo con la ley vigente la relación entre el IPS y el PE es de DEPENDENCIA, similar a la de cualquier Secretaría o Dirección del Gobierno, esto es, vale repetirlo,  todo lo contrario a lo que la Constitución manda, porque la autonomía es una relación antitética con la dependencia, que significa “SUBORDINACION A UN PODER MAYOR”, o más específicamente “OFICINA PUBLICA…DEPENDIENTE DE OTRA SUPERIOR” (Diccionario de la Real Academia Española, T. I, página 453). 

             Se ha creado por ley un sistema previsional a cargo del Poder Ejecutivo Provincial.

             Independientemente de las demandas de inconstitucionalidad susceptibles de ser incoadas por ante el Poder Judicial, es el Poder Legislativo, quien tiene la facultad (Artículo 103 inciso 11 de la Constitución Provincial) y sobre todo la obligación, de recomponer el orden jurídico, mediante la inmediata derogación de los artículos que correspondan de la ley 8587 y el consiguiente dictado de las reformas pertinentes, a fin de que la nueva norma así conformada respete en todos sus términos la Ley Suprema de esta Provincia. 

II – Aspectos doctrinarios.


La doctrina ha justificado la existencia de los fondos jubilatorios, en razón de la compensación al trabajo colectivo brindado como garantía y seguro de un futuro cierto, en procura de un justo y mejor orden social. Ello ha determinado la creación de estos fondos y sus entes como institutos constitucionales y el establecimiento de las necesarias garantías para que el Estado vele por su existencia y sana administración.

Empero, es en definitiva el propio trabajador él que con su aporte más la contribución obligada del empleador, el factor generador del fondo colectivo. Este cúmulo de recursos proviene del salario y es producto de su actividad como integrante de la sociedad, a la postre de un prolongado lapso de su vida laboral.

La propiedad que entrega para la formación del fondo colectivo, le da derechos al  beneficio jubilatorio, lo que en definitiva consiste en la restitución del bien entregado y la confirmación de derechos sobre el fondo colectivo solidario proveniente de los aportes y contribuciones. Corrobora esta afirmación el traslado de fondos o reciprocidad entre las cajas previsionales, cuando el afiliado pasa de un régimen a otro.


La doctrina del derecho contable también abona este razonamiento, al calificar a los recursos previsionales como fondos afectados, ello implica que los administradores de esos fondos no puedan darle otro destino final que no sea el que justificó su retención, es decir el pago de jubilaciones y pensiones exclusivamente.

            La colaboración del empleador a la formación del fondo, en este caso, representado por la contribución a cargo de los estados provincial o municipal, es una obligación constitucional (Artículo 39° inciso 1° de la CP) y no puede dar mayores derechos sobre la administración de los fondos, que sí detentan los verdaderos actores, auténticos interesados como los define la Constitución Nacional. Con ello no se desconoce la contribución del Estado al mantenimiento del sistema, pero debe entenderse que lo hace como cualquier otro empleador obligado, sin ninguna otra connotación.

Por todo ello, es evidente que la parte contributiva más interesada en que los fondos destinados a las jubilaciones y pensiones sean administrados con corrección, prevención y eficiencia, son los propios beneficiarios del sistema. Es indiscutible que un régimen jubilatorio bien administrado, garantiza el porvenir del trabajador y da certeza a su futura subsistencia y la de su núcleo familiar. Esto es lo que el constituyente ha valorado para crear un sistema que, como quedó dicho en el apartado I, la ley 8587 conculca.

III – Experiencias y resultados concretos del ordenamiento legal que se pretende modificar.

En la mayoría de las circunstancias el poder inconstitucional concedido al Poder Ejecutivo ha perjudicado el patrimonio del IPS en beneficio del Tesoro Provincial.


La experiencia recogida durante los últimos 30 años ha puesto en evidencia, que el régimen establecido por la actual ley 8587, en lo referido a la organización de la conducción del Instituto de Previsión Social, no ha dado resultados satisfactorios y se ha desviado del derrotero fijado por el constituyente.

Específicamente, el Directorio del IPS, no ha demostrado en los hechos defender los intereses de los afiliados al organismo, sino acompañar en forma sumisa, las directivas y medidas dispuestas por el Gobierno de turno. 


La forma de designación implementada sin una sustentación legitimada democráticamente y en mayor medida la abrumadora mayoría de los Directores estatales, ha resultado ser subalternante y ha condicionado el accionar del organismo a los intereses del Gobierno, que generalmente han privilegiado sus necesidades políticas y financieras, en perjuicio de los fondos afectados al sistema previsional. 

No se ha protegido la garantía instaurada en la Constitución a favor de los beneficiarios, frente a medidas gubernamentales que erosionaron el virtuoso y necesario equilibrio económico-financiero del sistema, afectando tanto a su recaudación como a sus egresos. En la mayoría de los casos, prevaleció el silencio y la aceptación del funcionario dependiente, que justamente por haber sido investido con esa característica, no está en condiciones para enfrentar una situación contradictoria, entre los intereses de los destinatarios del sistema y los sustentados por el  Poder Ejecutivo.

Con el propósito de poner en evidencia con hechos lo manifestado en los párrafos anteriores e ilustrar la comprensión de los integrantes de la H. Cámara, se estima que corresponde señalar algunas circunstancias a modo de ejemplos..

1.- En el año 1980 con el dictado del Decreto Ley 9650 se reconoció un crédito, sin establecer su monto, a favor del Instituto de Previsión Social por contribuciones del Estado no ingresadas al sistema durante el lapso de 12 años. Este crédito contra el Estado Provincial nunca fue reclamado por las autoridades del IPS. Más aún, a partir del 1983 y hasta el año 1996, el Estado volvió a no depositar una parte de las contribuciones patronales exigibles y con la circunstancia agravante que en las sucesivas Leyes de Presupuesto, se dispusieron las desafectaciones de las contribuciones no transferidas. 

Ante esta situación, las autoridades del IPS no peticionaron ni ante el Gobierno ni ante la justicia el crédito reconocido y establecido en el Artículo 7 del Decreto Ley citado y actualmente vigente, pese a que en dicha norma se consigna expresamente, que las cuentas por ese pasivo tendrán vigencia permanente hasta su extinción por pago. 

Asimismo no realizaron ningún planteo de inconstitucionalidad contra las leyes de presupuesto, que en definitiva terminaron “borrando” la deuda del Estado para con el IPS. Ni siquiera puede indicarse el monto del perjuicio porque nunca fue calculado.

2.- Tampoco denunciaron la apropiación de parte del Gobierno de los llamados “excedentes financieros”, establecidos por la ley 12150 (Artículo 6 del Decreto Ley 9650 TO por Decreto 600/94), mediante la cual el IPS está obligado a comprar Letras de Tesorería a tasas muy por debajo de las que el Gobierno obtiene para financiar sus necesidades de dinero. 

Según las cifras dadas por el Gobierno la emisión prevista de letras a la fecha es la siguiente:

Letras emitidas al cierre del Ejercicio 2008 . . . . . . . . . . . . . . . . 1.860 millones de pesos.

Letras a emitir según excedentes calculados Presupuesto 2009  . .747 millones de pesos.

Letras a emitir según excedentes calculados Presupuesto 2010  .  821 millones de pesos. 

            Total del Crédito del IPS contra la Provincia  . . . . . . . . 3.428 millones de pesos.


Según el informe presentado este año por las autoridades del IPS ante la Comisión de Previsión Social de esta H. Cámara de Diputados, el total de letras previsionales del tesoro con vencimiento al 31/12/09 asciende a $ 3.529.620.769,13.-                        

 Pese a la desmesura de las cifras y al avasallamiento de la autonomía constitucional del Instituto, sus autoridades guardaron total silencio y acataron las medidas sin realizar ninguna presentación o reclamo, como en cambio realizaron las organizaciones de jubilados ante la Suprema Corte de Justicia y la mayoría de la oposición parlamentaria en la H. Legislatura, en la oportunidad de tratarse las Leyes de Presupuesto de los años 2009 y 2010. 

3.- No obstante, que la ley previsional vigente establece con meridiana claridad que los aportes y contribuciones se deberán efectuar sobre la totalidad de las remuneraciones (Artículos 4; 5 y 40 Decreto Ley 9650 TO Decreto 600/94 y su reglamentación), el Directorio del IPS permite al Gobierno pagar remuneraciones a sus agentes sobre las cuales no se efectúan las retenciones por aportes y contribuciones previsionales. Al no alzar su voz y menos exigir la recaudación que por ley le corresponde, está posibilitando y a la postre generando no solo importantes faltantes en sus propios ingresos, sino la evasión previsional del Estado empleador y el flagelo de la impunidad administrativa.

4.- Finalmente, y aunque existen otros, cerramos estos ejemplos de dependencia y perjuicio, con el denominado Convenio 400, firmado entre los gobiernos de la Nación y la Provincia a fines del año 2004 y que viene siendo renovado anualmente en forma continua.

En síntesis, las implicancias del aludido convenio son las siguientes: 

1) El Poder Ejecutivo provincial aduciendo déficit en su sistema previsional requiere financiamiento de parte de la Nación. 

2) El compromiso asumido por la Provincia ante la Nación implica la obligación  de armonizar su sistema previsional con el que rige en el orden nacional.

Ambas situaciones debieron ser cuestionadas por las autoridades del IPS.

            La primera por resultar insólito aducir un déficit en el sistema cuando éste viene teniendo importantes resultados positivos. A modo de recientes ejemplos se puede citar los Presupuesto de los años 2009 y 2010 en los cuales se materializa la apropiación de la totalidad de los respectivos excedentes de los entes previsionales (incluyen al Instituto de Previsión Social y a la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía), pasando a constituir fuentes de financiación del Presupuesto Provincial (ver apartado anterior 2, emisión de letras de tesorería).


La contradicción es evidente y la expone el mismo Poder Ejecutivo en forma documental. 

La segunda porque deja a merced de las decisiones nacionales cuestiones trascendentales para los trabajadores estatales provinciales y municipales como son: La movilidad automática de las jubilaciones relacionada con el sueldo del activo, los requisitos para acogerse al beneficio y el sistema de reciprocidad entre las Cajas. Siendo además aspectos que el ordenamiento legal provincial resuelve en forma y sentido más ventajoso para sus beneficiarios, lo cual de adecuarse al régimen nacional, traería aparejado un enorme perjuicio para todos los activos y pasivos estatales bonaerenses. 

Un accionar independiente y en defensa de los intereses de los afiliados realizado en el momento oportuno, le hubiera quitado fundamento y razón al acuerdo y se hubiera evitado la actual situación de desasosiego y temor de los trabajadores estatales de cara al futuro. 



IV – Conclusión.

Por todas estas razones se advierte que la actual legislación referida a la administración del sistema, requiere una adecuación basada en los fundamentos jurídicos y reales expuestos.

Resumiendo podría decirse sobre el presente proyecto que nuestras Cartas Magnas lo establecen y la aplicación cotidiana lo reclama.

V – Las modificaciones propuestas.

Las modificaciones propuestas en el presente proyecto de ley tienen como objetivos:

a) Cambiar el actual régimen de mayoría absoluta en favor del Poder Ejecutivo en representación del Estado Provincial, por otro que  preserve y asegure una mayor participación de los afiliados en el Directorio como órgano de gobierno del ente (Artículo 2° del Proyecto).  

b) Establecer un sistema de elección transparente y democrático de los Directores del Instituto de Previsión Social, con intervención de los Poderes Legislativo y Ejecutivo en el caso de los representantes por la Provincia y a través del voto de los afiliados para el caso de los restantes  directores no gubernamentales (Artículo 3 del Proyecto).

c) Armonizar las funciones de gobierno y de administración entre el Directorio y la Presidencia  según la pauta constitucional (Artículos 4° y 5 ° del Proyecto) y con igual propósito y fundamento las funciones del Poder Legislativo establecidas en el Artículo 103 inciso 11 de la Constitución Provincial (Artículo 3° del Proyecto).

d) Fijar obligaciones y responsabilidades a los Directores en resguardo de las garantías constitucionales establecidas en favor del sistema público provincial de seguridad  social (Artículo 5° del Proyecto). 

e) Restablecer la relación del IPS con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Trabajo (Artículo 1° del Proyecto) y fijar disposiciones transitorias para la organización, convocatoria y fiscalización de la primera elección de autoridades y Juntas Electorales (Artículo 7° del Proyecto).

En lo referente al primer aspecto, si bien se mantiene el número total de Directores, los representantes de los trabajadores activos y pasivos se elevan de cuatro a siete y se reducen de cinco a dos los representantes del Estado. En razón del mayor interés del jubilado como sujeto final del sistema, el aumento se vuelca en su totalidad a la participación de los sectores pasivos quienes de esa forma logran colocar en el Directorio 4 representantes (3 por las mayorías y 1 por la primer minoría del padrón más numeroso), mientras que los activos conservan tres plazas y el Estado se reduce a 2 cargos (Presidente y Vice).

La Presidencia y la Vicepresidencia permanecen en la órbita del Poder Ejecutivo pero estableciendo para su designación la intervención del Poder Legislativo a través de la H. Cámara de Diputados y el cumplimiento de requisitos profesionales y antecedentes que garantizan en primera instancia, idoneidad y buena conducta de los postulantes. La preeminencia del gobierno provincial en el ejercicio de los cargos dentro del Directorio, se justifica en razón de los preceptos del aludido artículo 40 de la CP, referidos a la administración del ente y al amparo que debe brindar la Provincia como garante del régimen de seguridad social.

En cuanto a la forma de designación de los directores representantes de los afiliados, se pasa de un sistema autoritario y cerrado, dependiente de dirigentes y funcionarios oficiales, a otro democrático y abierto a la participación de los interesados, dependiente de actos eleccionarios dotado de las mayores garantías de transparencia y seguridad, inclusive con la participación en el resultado, de la primera minoría de la representación referida a los pasivos,. Para mayor garantía del acto eleccionario se determina que tanto su organización como fiscalización dependerán de Juntas Electores elegidas y diferenciadas para las elecciones de afiliados activos y pasivos, estableciéndose el procedimiento recursivo y decisorio pertinente. Asimismo, en un Capítulo de Disposiciones Transitorias se establece un sistema de elección y funcionamiento de las Juntas Electorales para la primera elección a realizarse a partir de la sanción de la presente ley. 

En procura de una mayor certeza ante circunstancias de vacancia o ausencias de los miembros del Directorio, se establece un sistema de reemplazos para sus integrantes.

En pos de la mayor transparencia y el control democrático de los actos y resoluciones del Directorio, se legisla sobre los temas del orden del día, las actas del Directorio y su publicación.

Se establece una mayoría especial para las decisiones sobre inversiones del patrimonio del ente.

A fin de ampliar la participación del Estado Provincial en la gestión administrativa del Instituto, se modifican tres incisos referentes a las funciones del Directorios sobre presupuesto, memoria anual y Ley Orgánica, estableciendo la intervención del Poder Legislativo a través de la H. Cámara de Diputados y en lo referente al reglamento del organismo, se restablecen las facultades constitucionales otorgadas a aludido Poder por el Artículo 103 inciso 11 de la Carta Magna.

En razón de asegurar la defensa y salvaguarda de las facultades constitucionales asignadas al Instituto, se modifica el inciso j) del Artículo 7° de la ley 8587, sobre la disposición de acciones judiciales a cargo del Directorio.  

Finalmente se incorporan a las funciones del Directorio establecidas en el aludido Artículo 7°, cinco nuevos incisos, tres de los cuales exigen mayor celo en el cuidado y prevención sobre: créditos, fondos a recaudar afectados al sistema, inversiones de los excedentes financieros y toda medida atentatoria de derechos de los beneficiarios o el equilibrio financiero del Ente y los futuros resultados económico-financieros. En los restantes incisos se le encomienda al Directorio las cuestiones remitidas por la Presidencia y la conformación de las Comisiones Internas bajo su dependencia y que antes estaba a cargo de la Presidencia.

Por lo expuesto es que solicito a mis pares que me acompañen en la sanción del siguiente proyecto de ley.

PROYECTO DE LEY

EL HONORABLE SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:

ARTÍCULO 1°: Modifíquese el Artículos 2° de la ley 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma:


Artículo 2°.- Las relaciones del Instituto de Previsión Social con el Poder Ejecutivo se mantendrán por intermedio del Ministerio de Trabajo.

ARTÍCULO 2°: Modificase el Artículos 4° de la ley  N° 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma:


Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social será administrado por un Directorio integrado por nueve (9) miembros, con las siguientes representaciones:


Dos Directores Gubernamentales en representación del Gobierno Provincial, los que desempeñarán respectivamente las funciones de Presidente y Vicepresidente del Directorio.


Tres Directores Activos en representación de los afiliados activos del Instituto de Previsión Social, y


Cuatro Directores Pasivos en representación de los afiliados pasivos del Instituto de Previsión Social.

Los Directores Gubernamentales deberán poseer antecedentes que garanticen el conocimiento sobre el sistema previsional. Serán designados por el Poder Ejecutivo para desempeñar las funciones de Presidente y Vicepresidente  del Instituto de Previsión Social. El desempeño del cargo se estipula  por el término de cuatro (4) años. Los Directores Activos y Pasivos y sus respectivos suplentes, serán elegidos por sus representados en elecciones simultáneas y por el  voto de los afiliados activos y pasivos del Instituto de Previsión Social. Las designaciones serán instrumentadas por el Poder Ejecutivo; el mandato será por cuatro (4) años,  pudiendo ser reelegidos en forma alternada.


Deberá preverse la elección de los miembros suplentes de los Directores Activos y Pasivos, quienes únicamente se harán cargo de sus funciones por fallecimiento, renuncia o cese del titular, que se producirá en caso de ausencia no justificada a tres (3) sesiones continuas del Directorio o a diez (10) alternadas en el año, consideradas a partir de la fecha de sus respectivos ingresos.


En caso de vacancia del Presidente, el Organismo será presidido por el Vicepresidente. Cuando la vacancia fuere de ambos, la presidencia y la vicepresidencia serán ejercidas por los Directores representantes de los afiliados de mayor edad, en orden decreciente. Igual criterio se aplicará cuando la vacancia sea sólo del Vicepresidente. En todos los casos, los reemplazantes permanecerán en sus funciones hasta la incorporación de las nuevas designaciones previstas en el párrafo quinto del presente artículo.


Cuando se tratare de impedimento temporal y mientras dure éste, los reemplazos serán efectuados conforme a lo anteriormente establecido para el caso de vacancia.


En caso de ausencias reiteradas del Presidente y/o del Vicepresidente encuadradas en los términos establecidos por el Artículo 85 de la Ley 10430 y su reglamentación, el que presida el organismo hará saber de inmediato dicha circunstancia al Poder Ejecutivo para que proceda en consecuencia.

No podrán ser miembros del Directorio aquéllos que hubiesen sido condenados por  la comisión de delitos dolosos contra la propiedad, la administración o la fe pública nacional, provincial o municipal, en una sentencia firme.

Artículo 3°: Modificase el Artículo 5° de la ley N° 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma:

Artículo 5º: De la elección de los Directores no gubernamental. Para la elección de los Directores no gubernamentales se deberán confeccionar seis (6) padrones de acuerdo con la siguiente división: a) Afiliados Activos del Magisterio; b) Afiliados Activos Municipales; c) Afiliados Activos del resto de la Administración Provincial: d) Afiliados Pasivos del Magisterio; e) Afiliados Pasivos Municipales y f) Afiliados Pasivos del resto de la Administración Provincial.

Sesenta (60) días  antes de la fecha fijada para el acto electoral se deberán presentar las listas de los postulantes, los cuales tendrán que contar con el aval de al menos el uno por mil (1 °/°°) de los inscriptos en los padrones respectivos. 

Las listas que se presenten deberán establecer los candidatos a directores y suplentes por condición y sector establecidos en el primer párrafo del presenta artículo. 

Treinta (30) días antes de la fecha fijada para el acto comicial, las listas que se hubieren presentado deberán estar oficializadas por las correspondientes Juntas Electorales.


Para ser postulante o candidato a Director en representación de los afiliados se deberá contar con la edad de veintiún años de edad y ser miembro del estamento a representar. 

Por cada una de las seis (6) elecciones resultantes de lo dispuesto en el primer párrafo del presente artículo, se elegirá por mayoría de votos, un cargo de Director con su respectivo suplente, para representar a los activos y pasivos de cada uno de los sectores mencionados. El restante cargo de Director Pasivo con su correspondiente suplente, corresponderá a la primera minoría resultante de la elección del padrón de afiliados pasivos con mayor número de inscriptos.

De las Juntas Electorales.

A los fines electorales se crearán dos (2) Juntas Electorales, una para la elección de Directores Activos y la otra para la elección de Directores Pasivos, ambas encargadas de organizar y supervisar el proceso eleccionario, elaborar los padrones, realizar el escrutinio y dar a conocer los resultados de las elecciones previstas en el presente artículo y en el  4° de esta ley. 

La elección de los miembros de las Juntas Electorales se realizará en forma conjunta con la de los Directores guardándose los mismos requisitos, formalidades, plazos y procedimientos previstos para la elección de éstos últimos.  

Cada una de las Juntas Electorales se compondrá por nueve (9) miembros con sus respectivos suplentes y en representación de los afiliados pertenecientes al Magisterio, a la Administración Municipal y al resto de la Administración Provincial. Sus integrantes surgirán de las tres primeras listas de postulantes a tales Juntas conforme al orden resultante de cada una de las seis (6) elecciones realizadas. Sus miembros asumirán sus funciones por el término de cuatro (4) años no pudiendo ser reelegidos para otro período. El desempeño de la función como integrante de las Juntas Electorales será considerado carga pública, no sujeta a remuneración.

El Instituto de Previsión Social deberá convocar a los miembros elegidos para integrarlas; dichas Juntas Electores tendrán su asiento en la Ciudad de La Plata y en dependencias de ese organismo destinadas a tal fin.


El apoderado de cualquier lista que se viera agraviada por una decisión emanada de las Juntas Electorales tendrá cinco (5) días hábiles para recurrir por ante la Junta Electoral de la Provincia de Buenos Aires, pudiendo a su vez apelar en una última instancia y dentro de cinco (5) días hábiles de notificada la resolución de la Junta Provincial por ante la Cámara Contencioso – Administrativa del circuito de La Plata. Para ambas instancias se establecerá el procedimiento sumarísimo previsto en el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires.

Una vez constituidas las Junta Electorales designarán sus autoridades y dictarán el régimen electoral. El quórum necesario para funcionar será el de cinco (5) de sus miembros. Sus decisiones serán tomadas por mayoría simple de los miembros presentes. El Instituto de Previsión Social deberá suministrar toda la información y medios que las Juntas Electorales consideren necesarios para el desempeño de su labor.  

Las Juntas Electorales convocarán a las elecciones previstas en el presente artículo, con 90 (noventa) días de anticipación al vencimiento de los mandatos. 

Artículo 4°: Modificase el Artículo 6 de la ley 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma:
Artículo 6°.- El Directorio se reunirá semanalmente en sesión ordinaria, y en forma extraordinaria cuando lo disponga el Presidente o lo soliciten por lo menos tres (3) Directores.


La sesión será presidida por el Presidente o quien lo reemplace de conformidad con lo estipulado en el Artículo 4°, el que tendrá a su cargo la confección del orden del día.

El mismo se iniciara con la lectura del acta de la sesión anterior y continuará  con los temas que soliciten los miembros integrantes del Directorio, con tres (3) días de anticipación a la celebración de la sesión. El orden del día confeccionado será comunicado a los miembros del Directorio con dos (2) días de anticipación, a la correspondiente sesión.

Para sesionar se necesita un “quórum” de cinco (5) Directores incluido el Director que esté a cargo de la Presidencia.

Las decisiones se tomarán por mayoría simple de votos salvo el supuesto del inciso p) del Artículo 7°, en cuyo caso será necesario el voto afirmativo de los dos tercios (2/3) de la totalidad de los integrantes del Directorio. En caso de empate deberá procederse a una segunda ronda de consulta y votación entre la totalidad de los integrantes del cuerpo en actividad. Si pese a ello subsistiera el empate, el Presidente tendrá doble voto.


Se labrará un acta de la sesión consignando: lugar, fecha y hora de celebración, la nómina de asistentes a la misma, los temas tratados conforme al orden del día, las distintas opiniones si las hubiere y lo resuelto. El acta estará a cargo del Vicepresidente o en caso de ausencia, del Director que el Presidente designe. Será firmada por: el Presidente o el Director a cargo en ese momento, el Vicepresidente o su reemplazante para tal efecto y un Director asistente a la sesión; posteriormente se archivará en un protocolo de Actas del Directorio.

El Presidente tendrá a su cargo la guarda de las Actas del Directorio y su publicación,  asegurando la mayor difusión.

ARTÍCULO 5°: Modifíquense el Artículo 7 de la Ley 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma: 

ARTÍCULO 7.- Son funciones del Directorio:

a)      Proponer la política de previsión social en la Provincia con el objeto de alcanzar la finalidad prevista en el inciso a) del articulo 3º.

b)      Acordar o denegar las prestaciones previstas en la presente ley y en las leyes complementarias y disponer con carácter preventivo la suspensión de sus pagos.

c)      Resolver sobre los recursos de revocatoria y conceder los de apelación.

d)      Proponer al Poder Ejecutivo la designación del Secretario General y de los Directores y Subdirectores departamentales.

e)      Proyectar el presupuesto anual elevándolo a consideración del Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Trabajo y remitir una copia a la Poder Legislativo para su información.

f)       Elevar, antes del 1° de mayo de cada año, al Poder Legislativo y por intermedio del Ministerio de Trabajo al Poder Ejecutivo, la memoria y el balance general del año anterior,  detallando la situación del Instituto, los que serán publicados.

g)      Realizar y publicar cada cuatro años, por lo menos, una valuación actuarial del Instituto a fin de proponer el reajuste pertinente en el plan de prestaciones.

h)      Dictar su reglamento interno. Proyectar la  Ley Orgánica del Instituto de Previsión Social, sometiéndola a la consideración y aprobación del Poder Legislativo.

i)        Proponer al Poder Ejecutivo la remoción del personal de conformidad con el reglamento que proyectará al efecto y someterá a la aprobación de aquel.

j)        Disponer el ejercicio y seguimiento de las acciones judiciales que le competen al organismo sea contra particulares o contra el Estado Nacional o los Estados Provinciales, especialmente y de modo ineludible aquéllas que correspondan a la defensa y salvaguarda de: 

1. Las facultades que la Constitución le asigna al Instituto de Previsión Social; 

2. La intangibilidad de sus fondos provenientes de la recaudación y resultados, excedan éstos o no, el importe necesario para el cumplimiento de las obligaciones regulares del Instituto en etapa determinada; y  

La afectación de dichos fondos al exclusivo y excluyente interés del sistema de seguridad y previsión social que constitucionalmente corresponda al Instituto.

k)      Autorizar el otorgamiento de poderes generales y/o especiales fijando las facultades y atribuciones a conferir, que en ningún caso podrá interferir con las que constitucionalmente competen al Fiscal de Estado.

l)         (Inciso incorporado por Decreto-Ley 9432/79) Fijar anualmente el límite mínimo no ejecutable de las sumas adeudadas al Instituto de Previsión Social, en concepto de aportes patronales y personales,  por servicios correspondientes a su ámbito afiliatorio, o por los computados de conformidad con los reconocimientos efectuados por otros organismos o cajas adheridas al régimen de reciprocidad instituído por el Decreto-Ley 9316/46.

m)     (Inciso incorporado por Ley 11562 y posterior modificación por Ley 12208) Establecer planes de regularización y de pago en los montos adeudados al Organismo por parte de los empleadores del Sistema Previsional.

n) Prevenir y denunciar en el ámbito administrativo, legislativo y/o judicial,  cualquier medida, acuerdo, norma o proyecto en general que de cualquier manera pudiera ocasionar perjuicio al sistema, a los fondos afectados al régimen previsional del Instituto de Previsión Social, a su facultad de recaudación y a sus créditos y/o a los derechos establecidos para los agentes activos y pasivos del mismo.

0) Resguardar y preservar la recaudación de los créditos y fondos afectados al régimen previsional acorde con las leyes vigentes y en salvaguarda del equilibrio financiero, los resultados positivos de la gestión y la garantía alimentaría de los beneficiarios del sistema.

p) Disponer la inversión de los fondos integrantes del patrimonio del Instituto conforme a las facultades establecidas en el Artículo 40 de la Constitución Provincial y las condiciones generales establecidas en las leyes vigentes, asegurando su intangibilidad y la más absoluta protección de los mismos. Cualquier medida que al respecto exceda su mera guarda deberá ser adoptada por el voto concordante de los dos tercios de la totalidad de los miembros del Directorio.

q) Designar los integrantes de las Comisiones Internas del Directorio, teniendo en cuenta las características y finalidad de cada comisión y acorde con los antecedentes y especialización de aquéllos.

r) Resolver las cuestiones que le someta el Presidente en virtud de lo establecido en el inciso g) del Artículo 9.

El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones originadas en las funciones establecidas en los incisos j), n), o) y p) del Artículo 7° de la presente ley, será causal de desafectación inmediata del o los Directores responsables, incluyendo al Presidente y al Vicepresidente y sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere engendrarse, será aplicable al supuesto lo establecido en el inciso d) del Artículo 3° de esta ley.

ARTÍCULO 6°: Modificase el del Artículo 9 de la Ley 8587 el que quedará redactado de la siguiente forma: 

ARTÍCULO 9.- Son funciones del Presidente:

a)      Ejercer la representación legal del Instituto.

b)   Aplicar la presente ley y demás disposiciones relacionadas con el régimen de previsión social.

c)      Ejecutar los acuerdos y resoluciones del Directorio.

d)      Proponer al Poder Ejecutivo el nombramiento y remoción de los funcionarios y empleados del Instituto, con las limitaciones del artículo 7º inciso d).

e)      Ejercer las facultades disciplinarias de acuerdo con las normas vigentes en la materia.

f)        Ejecutar el presupuesto que se le fije anualmente al Instituto con las mismas facultades que las leyes de Contabilidad, Obras Públicas y otras disposiciones acuerdan al Poder Ejecutivo.

g)    Ejercer la  administración del Organismo de conformidad con las leyes vigentes y las normas dictadas por el Instituto de Previsión Social, debiendo someter las decisiones a la consideración del Directorio cuando no se tratare de meros trámites reglados.

h)      Otorgar los poderes que autorice el Directorio.

i)        Firmar las comunicaciones oficiales y correspondencia del Organismo, suscribiendo con el Director de Administración o funcionario que haga sus veces, los documentos necesarios a los efectos de la extracción y/o movimientos de fondos del Instituto, pudiendo delegar esas funciones en el o los funcionarios que determine la reglamentación.

j)        Convocar a sesiones extraordinarias al Directorio cuando razones de urgencia lo justifique o lo soliciten por lo menos tres directores.

k)     Resolver los asuntos internos de urgencia, dando cuenta al Directorio en su primera sesión.

l)  Presidir las sesiones del Directorio.

ll) Someter a consideración del Directorio todo asunto que considere de interés para su decisión.

ARTÍCULO 7°: Incorpórese a la Ley 8587 el Capítulo V de Disposiciones Transitorias con el siguiente texto:

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 15: Para la primera elección, el Instituto de Previsión Social será el encargado de convocar a sus afiliados a elecciones de Directores Activos y Pasivos dentro de los 150 (ciento cincuenta) días de la promulgación de esta ley y a la presentación de listas de postulantes con 90 días de anticipación a la fecha de elecciones. Para las restantes etapas del proceso eleccionario se aplicarán los plazos y normas establecidas en la presente ley.

En esta única oportunidad los miembros integrantes de las dos Juntas Electorales serán  seleccionados entre los postulantes a dichas juntas de las tres primeras listas de cada una de los seis padrones, en orden a la cantidad de avales presentados con sujeción a lo establecido en el artículo 5° de esta ley. El Instituto de Previsión Social deberá convocar a constituir las Juntas Electorales a los postulantes seleccionados dentro de los 30 días corridos a partir de la fecha de cierre  para la presentación de las listas.

A partir de su constitución las Juntas Electorales tomarán a su cargo el proceso electoral, establecido en la  presente ley.

ARTÍCULO 8°: La presente ley entrará en vigencia al momento de su promulgación.

ARTÍCULO 9°:   Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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